P R O Y E C T O    D E    L E Y

El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

L E Y

ARTICULO 1º.- Institúyese la fecha 25 de noviembre, como el “Día de la Libertad Religiosa”, en conmemoración de la fecha de proclamación de la “Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones”, de la Organización de las Naciones Unidas (Resolución Asamblea General Nº 36/55).

ARTICULO 2º.- Establécese que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, incluirá esta fecha en el calendario escolar y difundirá los principios de la libertad religiosa.

ARTICULO 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
F U N D A M E N T O S
El 25 de noviembre de 1981, se produjo la proclamación por parte de la Asamblea de las Naciones Unidas de la “Declaración sobre la Eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones” (Resolución Nº 36/55), instrumento internacional que más específica y enfáticamente ha proclamado el derecho fundamental a la libertad religiosa, explicitando los distintos derechos que tanto para los individuos, como para las comunidades religiosas, derivan del mismo.

En su artículo 1º, la Declaración consagra: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. Este derecho incluye la libertad de tener una religión o cualesquiera convicciones de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la observancia, la práctica y la enseñanza. 2. Nadie será objeto de coacción que pueda menoscabar su libertad de tener una religión o convicciones de su elección. 3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias convicciones estará sujeta únicamente a las limitaciones que prescriba la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás.”

En sus considerandos, entre otros, se destaca “que la religión o las convicciones, para quien las profesa, constituyen uno de los elementos fundamentales de su concepción de la vida y que, por tanto, la libertad de religión o de convicciones debe ser íntegramente respetada y garantizada”, y “que el desprecio y la violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales, en particular el derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia, de religión o de cualesquiera convicciones, han causado directa o indirectamente guerras y grandes sufrimientos a la humanidad…”.

La noción religión, de acuerdo a lo que señala Gentile, “… responde a la tradición judeo cristiana occidental, es decir, un conjunto más o menos coherente de creencias relativas a un ser supremo, al que se rinde culto, las cuales comportan una particular concepción del mundo y del hombre y correlativamente, ciertas exigencias éticas para el individuo. La libertad religiosa implica la protección de este derecho humano a creer y actuar, como también el derecho a no creer ni pertenecer a ninguna religión”. (“Porque una Ley de Libertad Religiosa”, Jorge Horacio Gentile, CALIR; 2003).

La Declaración de la ONU es heredera de la mejor doctrina pastoral en la materia, como es la “Declaración sobre la Libertad Religiosa” del Concilio Vaticano II, promulgada el 7 de diciembre de 1965 bajo el nombre “Dignitatis Humanae” y expresión universal de la mejor doctrina filosófica, jurídica y constitucional de nuestro país, que alcanzó su consagración 153 años atrás con la sanción de nuestra Constitución Nacional, que en su artículo 14º garantizó la libertad de culto.

Más allá de su sentido permanente, la Declaración de las Naciones Unidas cobra vigencia inapelable a la luz de la grave inestabilidad política mundial que vivimos hoy en día, fruto de la creciente violencia derivada de las diferencias religiosas y culturales entre pueblos y naciones, etapa que creíamos superada algunos años atrás, pero que castiga con fuerza a buena parte de la humanidad, con su secuela de odio, muerte y destrucción.

Nuestro país, si bien alejado de los centros mundiales de conflicto, no fue inmune a los reflujos del fanatismo y su expansión internacional y sufrió en carne propia las consecuencias del odio racial y religioso con los ataques a la Embajada de Israel y a la sede de la AMIA. Esto no ha hecho más que demostrar que la paz no está ganada por su simple declamación sino que se construye todos los días, con acciones y conductas dirigidas a formar conciencias y sembrar virtudes. Y en la Argentina, a pesar de su rica tradición interreligiosa, aún resta mucho por hacer. 
En ese sentido, la armónica convivencia entre los fieles de todos los credos y el paulatino pero incesante acercamiento de las dirigencias eclesiásticas, es la que posibilitó que en los últimos años prosperaran importantes emprendimientos ecuménicos o interreligiosos, entre los cuales, merece un lugar destacado la creación del Consejo Asesor Para la Libertad Religiosa (CALIR).

En mayo de 2000, la Secretaría de Culto de la Nación convocó a un grupo asesor integrado por juristas y personas de reconocida trayectoria en temas referidos a la libertad religiosa pertenecientes a distintas confesiones y tradiciones religiosas, aunque sin representarlas institucionalmente. Finalizada su tarea y ya desde el ámbito privado, sus integrantes decidieron, en forma unánime, constituir el Consejo Argentino para la Libertad Religiosa con el propósito de seguir trabajando en la difusión de estos valores.

Como resultado de dicho empeño, vio a la luz, en noviembre de 2003, el libro “La Libertad Religiosa en la Argentina. Aportes para una legislación”, (1ª ed. Buenos Aires, Konrad Adenauer, 2003), publicación de CALIR que desarrolla a lo largo de 11 capítulos, distintos aspectos de la cuestión.

Escriben allí Pedro J. Frías sobre “La libertad religiosa en occidente”, Ángel M. Centeno sobre “La convivencia religiosa en la Argentina contemporánea”, Norberto Padilla sobre “Ciento Cincuenta Años después”, Jorge Horacio Gentille sobre “Por qué una ley de libertad religiosa”, Roberto Bosca sobre “La libertad religiosa en el Magisterio de la Iglesia Católica”, Raúl Scialabba sobre “Los bautistas y la libertad religiosa”, Susana El Kadri de Hallar sobre “El Islam y el orden jurídico”, Mario Ringler sobre “Historia y Memoria de un judío argentino”, Hilario Wynarczyk sobre “Los evangelios en la sociedad argentina, la libertad de cultos y la igualdad. Dilemas de una modernidad tardía”, Ricardo Docampo sobre “La personería jurídica de las iglesias y comunidades religiosas en el Anteproyecto de Ley de Libertad Religiosa. La igualdad religiosa” y Juan G. Navarro Floria sobre “Una nueva Ley de Cultos para la Argentina”.

Como se señala en su introducción, “considerada en oportunidades como la matriz de los demás derechos fundamentales de la persona humana y con un lugar privilegiado en los textos de las sucesivas declaraciones internacionales de los últimos años, la libertad religiosa parece estar prácticamente ausente de la bibliografía nacional. En el ámbito jurídico, la cuestión ha sido abordada casi con exclusividad desde la óptica de las relaciones entre Iglesia y Estado, singularizadas en la Iglesia Católica y olvidando las confesiones minoritarias en nuestro país. En cambio, es raro el enfoque desde la óptica de los derechos humanos, tanto individuales como de los grupos religiosos”.
Sin perjuicio de la omisión señalada, la convivencia interreligiosa es fuerte y fecunda y ha ido creciendo en los últimos años. En los párrafos que siguen se recogen algunas experiencias destacadas. 

En 1997, un gesto significativo para la historia del diálogo interreligioso fue la inauguración de un mural conmemorativo de la Shoá, nombre dado al Holocausto nazi, dentro de la catedral metropolitana por iniciativa de Baruj Tenembaum, fundador de la Fundación Wallenberg y el cardenal Quarracino. Así, las celebraciones de la Memoria del Holocausto son realizadas en noviembre de cada año en ceremonias interreligiosas. También, se ofician misas en las parroquias Nuestra Señora del Socorro y San Nicolás de Bari, recordatorias de la Kristallnacht o Noche de los Cristales en memoria de los mártires de la intolerancia nazi.
Al ya citado Consejo Argentino para la Libertad Religiosa, CALIR, creado en el año 2000, que tiene por objeto la promoción y la educación para la libertad religiosa, debe sumarse la Comisión de Diálogo Interreligioso, propiciada por el ya fallecido  Lic. Adel Made, que conforma un encuentro institucional y emite declaraciones suscriptas por representantes del catolicismo, el judaísmo y el islamismo argentinos.

Son numerosas también las reuniones académicas como el “Simposio internacional Judeo Cristiano” organizado por la Confraternidad Argentina Judeo Cristiana, la Facultad de Teología de la Universidad Católica Argentina y el Instituto Universitario ISEDET de Buenos Aires. También se ha arraigado la necesidad de unificar el sentimiento religioso de distintas religiones en encuentros culturales y sociales.

En oportunidad del atentado terrorista a las Torres Gemelas de la ciudad de New York en los Estados Unidos, el 11 de septiembre de 2001, se celebró una multitudinaria ceremonia al día siguiente en la Plaza de la República, al pie del Obelisco. El motivo principal fue orar por la paz en el Mundo; las invocaciones estuvieron a cargo de sacerdotes católicos, rabinos, ministros musulmanes, budistas, hinduistas, evangélicos, cristianos ortodoxos, anglicanos y pastores armenios, entre otros.

Trágicos episodios de la vida local también han merecido la atención de los credos. Así, en recordación a las víctimas de la tragedia del local República Cromañón, se realizan periódicamente ceremonias interreligiosas. El día 8 de enero de este año, luego de una misa en la Catedral Metropolitana, se realizó una oración interreligiosa guiada por pastores representantes de los Bautistas, del Centro Islámico y de la Iglesia Católica; ésta fue realizada en la Plaza de Mayo junto al árbol de olivo plantado en el año 2000, como compromiso de las diversas religiones de "Educar para la paz".
En el mismo orden, se llevan a cabo celebraciones interconfesionales; particularmente en nuestra ciudad es ya tradicional la realización de la Jura de la Bandera por parte de alumnos de escuelas estatales y privadas, organizada por la Vicaría de Educación de la Arquidiócesis de Buenos Aires, el Rabino Daniel Goldman y el Centro Islámico. 
 Como reciente ejemplo de ello debemos mencionar lo ocurrido en la Plaza de Mayo de esta Ciudad de Buenos Aires el 27 de Abril de 2006 cuando la Iglesia Católica, la Evangélica, el Centro Islámico y el Rabino Daniel Goldman participaron junto con miles de alumnos de sus respectivos colegios de una invocación a Dios para el fortalecimiento y extensión de la labor educativa. En la ceremonia también participaron el Vicepresidente, Daniel Scioli, el Ministro de Educación, Daniel Filmus, el Jefe de Gobierno porteño, Jorge Telerman, el Secretario de Culto, Guillermo Oliveri y el Secretario de Educación de la Ciudad, Alberto Sileoni.

La invocación religiosa estuvo a cargo del Vicario de la Educación del Arzobispado, Padre Juan Torrela, el Pastor Rubén Proietti, el Rabino Goldman y el dirigente del Centro Islámico Emir Jarnud. También asistió el Presidente del Episcopado, Cardenal Jorge Bergoglio.

Los alumnos entregaron al Jefe de Gobierno un proyecto legislativo que declara a Buenos Aires “Ciudad Educativa” y que fomenta “una toma de conciencia por parte de toda la sociedad acerca de la diversidad religiosa, incluyendo hechos históricos, conmemoraciones y tradiciones en general”.

En este punto, es oportuno recordar que la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, en el Título Primero "Derechos y Garantías", del Libro Primero, en su articulo 12 inciso 4 consagra el principio de inviolabilidad religiosa y de conciencia garantizando que "A nadie se le puede requerir declaración alguna sobre sus creencias religiosas, su opinión política o cualquier otra información reservada a su ámbito privado o de conciencia.”

Por su parte, la ciudad de Rosario, por medio de la Ordenanza Nº 7.780, instituyó hace casi dos años el día 25 de noviembre como “día de la declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones” 

Otro gesto significativo en momentos en que arreciaba la guerra en Oriente Medio lo protagonizaron en esta Ciudad los dirigentes de las colectividades Islámica, Judía y Católica quienes, en el ámbito de la Secretaría de Culto, firmaron un documento el día 26 de Julio del corriente denominado “La vocación de paz y el dialogo entre las comunidades”, en el que se llama a fortalecer los vínculos interreligiosos en la Argentina. Firmaron la declaración el presidente de la AMIA, Luis Grynwald; el presidente del Centro Islámico, Samir Salech; el obispo Horacio Benites Astoul, por el Arzobispado de Buenos Aires, y el embajador Guillermo Oliveri, por el Gobierno nacional.

Entre sus párrafos destacamos el siguiente: "Instamos a las comunidades locales a continuar trabajando en aquello que nos une y convocamos a ser mancomunadamente responsables en la tarea cotidiana, acompañando el mensaje de concordia con aquellos con quienes podemos ejercer influencia. La violenta adversidad coyuntural que se desarrolla en Medio Oriente nos duele profundamente, y aunque podamos sostener visiones particulares y hasta divergentes sobre el tema, esto no debe doblegar nuestro esfuerzo de honrar la larga tradición que nuestra sociedad tiene en materia de convivencia plural, la cual debemos continuar profundizando para exhibirla al mundo como modelo. 
Mas recientemente, la Arquidiócesis de Buenos Aires convocó en el marco de la IX Jornada de Pastoral Social denominada “La Nación que nos debemos, un hogar para todos”, una Mesa Interreligiosa de responsabilidad ciudadana integrada por representantes de todos los credos.

Próxima a cumplir 25 años, se puede apreciar que la Declaración de la Asamblea de las Naciones Unidas de 1981 fue la plataforma sobre la que cobró impulso el diálogo y la convivencia interreligiosa por medio de una vasta serie de iniciativas civiles que no han encontrado aún su merecido tratamiento oficial a través del establecimiento de una fecha que potencie sus benéficos efectos.

 Su trascendencia, pero a la vez, su ausencia de la agenda gubernamental, torna necesario su abordaje desde otras perspectivas, además de la académica, como es la de la educación formal a través del aprendizaje escolar. 
Nuestro país, y particularmente nuestra ciudad, dan al mundo ejemplos claros de convivencia y diálogo interreligioso. Esta actitud arraigada en nuestra cultura ha consolidado la conducta moral que enriqueció la identidad de nuestra nación. La fecha elegida para instituir el día de la libertad religiosa significa un hito en la protección de las libertades proclamadas en estas tierras desde hace casi dos siglos y por las naciones del mundo. La institución de un día que nos las recuerde y que celebremos en su nombre, nos llevará a forjar mejores hombres para el futuro. 

EL CAMINO DE LA LIBERTAD RELIGIOSA EN LA ARGENTINA. BREVE RESEÑA HISTORICA 
Siguiendo a Frias se puede decir que en su dimensión sociológica, Argentina es una nación católica de lenta secularización, pero no un estado católico, en donde la libertad de cultos está asegurada. (“La Libertad Religiosa en Occidente”, Pedro J. Frias, CALIR, 2003)

Esto es el resultado de la evolución política y doctrinaria llevada adelante por grandes hombres que han legado leyes e instituciones a la posteridad; su pensamiento –y su acción- jalonan el derrotero de la libertad de culto en la Argentina, reconociendo en el año 1853 un punto de inflexión en el advenimiento de la libertad religiosa en nuestro país. Pero unos y otros, “laicistas” y “clericales”, “católicos” y “liberales”, nunca desconocieron que la religión fue el elemento constitutivo esencial de la identidad nacional.

Con absoluta claridad podemos distinguir en materia institucional dos momentos fundacionales de la libertad religiosa en nuestro país: la sanción de la Constitución Nacional de 1853 y la Ley de Educación General N° 1420.

Desde los primeros días de la independencia podía advertirse que la semilla de la libertad habría de dar sus frutos. Las ideas republicanas y progresistas comenzaron a florecer aún en el suelo de esta patria vasta y despoblada. Como recuerda Ringler, “el principio de profesar libremente otros cultos distintos al de la religión católica apostólica romana tiene como antecedente la abolición de la Inquisición para las Provincias Unidas del Rio de la Plata por parte de la Asamblea General Constituyente del año 1813” (“Historia y Memoria de un judío argentino, Mario Ringler, CALIR, 2003).

 En el fragor de las guerras civiles, una nueva generación se preparaba para sacar al país del desorden y crear una nueva constitución. En los primeros meses de 1837, Marcos Sastre fundó el Salón Literario, junto a Juan Bautista Alberdi y Juan María Gutierrez, en donde se destacó Esteban Echeverría. Fue tan significativo el aporte de estos hombres que esa fecha dio nombre a una generación entera de grandes dirigentes, la “Generación del 37”, que 15 años después estaría gobernando el país.

En julio de 1838 fundaron la Joven Argentina -más adelante llamada Asociación de Mayo- que adoptó formalmente la Creencia, que subrayaba las quince Palabras simbólicas de la fe de la Joven Generación. Echeverría fue su autor principal. En 1846, luego de algunas revisiones lo publicaría como un ensayo de 86 páginas bajo el título de “El Dogma Socialista”. Allí ya se podía leer:

“Si la libertad de conciencia es un derecho del individuo, la libertad de cultos es un derecho de las comunidades religiosas”.

“Reconocida la libertad de conciencia, sería contradictorio no reconocer también la libertad de cultos, la cual no es otra cosa que la aplicación inmediata de aquella”.

“La profesión de las creencias y los cultos sólo serán libres, cuando no se ponga obstáculo alguno a la predicación de la doctrina de las primeras, ni a la práctica de los segundos, y cuando los individuos de cualquier comunión religiosa sean iguales en derechos civiles y políticos a los demás ciudadanos”.

Cabe destacar que Esteban Echeverría no renegaba de su religión católica, tanto que lo extractado pertenece a la sexta palabra simbólica: “Dios, Centro y Periferia de Nuestra Creencia Religiosa; El Cristianismo. Su Ley.”

El dogma socialista fue lectura obligada para los intelectuales rioplatenses. Su influencia fue decisiva en la religiosidad liberal.

Si Echeverría acentuó la importancia de la libertad de conciencia y de culto, Alberdi señaló la necesidad ineludible de lograr el progreso y allanar el camino de quienes debían venir de Europa a poblar nuestro inmenso territorio. En el capítulo XXXI de las Bases, Alberdi afirma. “Educando nuestras masas, tendremos orden, teniendo orden vendrá la población de fuera (…) El dilema es fatal: o exclusivamente católica y despoblada, o poblada y próspera, y tolerante en materia de religión”. Asimismo, en su proyecto de Constitución, Alberdi resumía su pensamiento sobre lo religioso en el art.3: “La Confederación adopta y sostiene el culto católico y garantiza la libertad de los demás”.

El germen de la libertad religiosa ya estaba en el aire. Si bien ya existía un antecedente (el Tratado de 1825 que garantizaba el libre ejercicio de su culto a los súbditos británicos) la diversidad religiosa no dejaba de ser una mera hipótesis en el uniforme mapa religioso de la América hispana. 
Pero imbuido del espíritu alberdiano, el Congreso Constituyente de 1853 dedicó siete de las trece sesiones a la materia religiosa. El problema de la libertad de cultos prácticamente no existía: hasta entonces sólo vivían católicos en el país, salvo algunos protestantes ingleses o alemanes. Pero en cuanto surgió el tema de la inmigración se hizo evidente que era algo imprescindible para lograr que gente de otros países y diversos credos viniera a poblar y a trabajar. Así lo comprendieron representantes del propio clero católico, como el congresal y sacerdote santiagueño Benjamín J. Lavaisse, quien al tratarse la libertad de cultos, manifestó que votaría afirmativamente “porque es precepto de caridad evangélica dar hospitalidad a nuestros prójimos”. (Citado por David Peña en “La materia religiosa en la política argentina”, 1960).

Finalmente, el 9 de julio de 1853 se prestó juramento a la nueva Constitución, que en su artículo 14º garantizaba a todos los habitantes de la Nación gozar del derecho de profesar libremente el culto. Como cuentan numerosos historiadores, ese día, desde el púlpito de la iglesia de Catamarca, el joven franciscano Fray Mamerto Esquiú, a pesar de sus reparos doctrinales al paquete de reformas y conocedor de la perplejidad que había suscitado en las provincias, exhortó: “Sosegaos, católicos, obedeced, someteos”, “La religión (…) jamás ha explotado a favor suyo ni la rebelión ni la anarquía”.  Esquiú pasó a la historia como el orador de la constitución. 

A fin de cuentas, la Constitución Nacional de 1853 si bien invoca la protección de Dios, no sólo estableció la libertad de culto, sino que la religión católica dejó de ser la religión del Estado para convertirse en el culto sostenido por el Gobierno Federal, aspecto fundamental para la Iglesia Argentina de aquella época que debía sostener escuelas, hospitales, templos, monasterios y congregaciones religiosas. Aunque como dijera más adelante José Manuel Estrada, esto la comprometía con el poder civil y ponía trabas a su independencia “oprimiendo a la Iglesia y menoscabando su libertad”. (“¿Como Dios Manda?”, Lucía Gálvez, Grupo Editorial Norma, 2006)

El proceso de secularización en nuestro país fue gradual, se fue afianzando la idea del Estado Laico no como una negación de lo religioso, sino como la autonomía del Estado y de la independencia de éste, de la fe de los ciudadanos. En la Argentina, como apunta Pasquali a propósito de la modernizadora gestión de Nicasio Oroño en la provincia de Santa Fe, “… la década del 60 fue la precursora del avance del pensamiento y las instituciones liberales, que tuvo su arremetida final y victoriosa en el 80” (“La Instauración Liberal”, Patricia Pasquali, 1ª ed. Buenos Aires, Planeta, 2003).

Figura prolífica de la “Generación del 80” fue el dos veces presidente de la Nación Julio Argentino Roca, quien fue el realizador de muchos proyectos de Sarmiento. Al decir de Sebreli, “… la secularización de la sociedad era presupuesto indispensable para la modernización y ésta fue obra de Roca (…) El matrimonio civil, la sustitución de los registros parroquiales por el registro civil y en especial la enseñanza laica, instrumentada con la ley 1420 (…) parecen hoy medidas triviales, pero ubicadas en la época fueron de tal trascendencia que provocaron el conflicto con la Iglesia …” (“Crítica de las ideas políticas Argentinas”, Juan José Sebreli, 3ª ed. Buenos Aires, Sudamericana, 2003).

Los primeros enfrentamientos entre laicistas y clericales habían empezado con el congreso pedagógico sudamericano reunido en Buenos Aires en 1882 y siguió en la Cámara de Diputados al iniciarse el año 1883 con el debate de la ley de educación común. Decía Mitre desde las páginas del Diario La Nación que “el Estado no tiene el derecho de imponer la religión a todos, desde que hay un gran numero de habitantes que tienen otros dogmas, otras creencias que la Constitución manda respetar, colocándolas bajo su salvaguardia”. (La Nación, 5 de julio de 1883, citado por Lucía Gálvez, ob.cit.)

Finalmente, en 1884 con la aprobación de la Ley 1420, de enseñanza laica, gratuita y obligatoria, culminó la discusión iniciada en el Congreso Pedagógico. Al finalizar la primera presidencia de Roca, los alumnos de la escuela primaria habían aumentado de 85.000 a casi 200.000 (cfr. “Soy Roca”, Félix Luna, Ed. Sudamericana, 1989).

La prosperidad de entonces y las políticas de fomento a la inmigración plasmadas en la Constitución Nacional y más específicamente en la tercera ley de inmigración, conocida como la Ley Avellaneda de Inmigración y Colonización, que lleva el número 817, la que no preveía ningún requisito religioso, fueron el campo propicio para una nueva generación de argentinos de origen extranjero; en su gran mayoría ciudadanos que huían de las crisis sociales y económicas de sus naciones de origen; otros, de los estados de guerra y persecución religiosa.

No resultó extraño que algunos inmigrantes católicos eligieran estas tierras por representar una nación libre con una historia varias veces centenaria de raigambre católica, ya que nuestro origen colonial así lo indica, pero fue la misma inmigración la que trajo un amplio espectro de religiones que convivieron en paz, tolerancia y aceptación. Aunque luego hayan existido algunos hechos aislados de fanatismo, en ningún caso se correspondieron con la idiosincrasia de nuestro pueblo.

A nivel mundial, la actitud de la Iglesia Católica con respecto a otros credos pasó de la “tolerancia” (principio del mal menor) a la “libertad”. La cúspide de dicha doctrina se alcanzó con la “Declaración sobre la Libertad Religiosa”, emanada del Concilio Vaticano II, en 1965. Pero la evolución en el magisterio había empezado antes. Como bien señala Bosca, “a las puertas del Concilio Vaticano II, [la encíclica] Pacem in Terris, permitió entonces madurar un clima (…) y de este modo preparar el terreno para que el Concilio estuviera en condiciones de alumbrar esa nueva sensibilidad. Ese cambio se expresaría en un documento verdaderamente liminar, en tanto representa un punto de inflexión en el itinerario histórico de esa cuestión…” (“La Libertad Religiosa en el Magisterio de la Iglesia Católica”, Roberto Bosca, CALIR, 2003).

El Concilio declaró que la libertad religiosa es un derecho de la persona que tiene su fundamento en su dignidad de tal, y que por lo tanto, se posee independientemente de la verdad o el error en que la misma pueda encontrarse, aún de mala fe. Como señala Bosca, “la libertad religiosa de la que nos habla Juan XXIII y después de él el Concilio, no es un concepto católico o propio de un ámbito religioso, sino que es independiente de todo planteo confesional” (Roberto Bosca, ob. cit.)

Ante lo expuesto, es lógico que no hayan sorprendido las novedades provenientes desde la Santa Sede sobre la no ingerencia de ésta en el desarrollo político de los estados (Libertas Ecclesiae), más precisamente luego del Concilio Vaticano II celebrado desde 1962 hasta 1965, donde la Iglesia abandonó la defensa de la confesionalidad de los estado y fijó los ejes de la relación en el reconocimiento de la recíproca autonomía o independencia entre Iglesia y Estado, sin perjuicio de una sana colaboración con atención a las circunstancias de lugares y tiempos, expresando su disposición a renunciar, incluso, a privilegios legítimamente adquiridos de parte del poder civil.

Durante los años conciliares y los subsiguientes, Pablo VI profundizaría el eje Juan XXIII-Concilio con una sensibilidad propia, cultivada en el diálogo interreligioso, el ecumenismo y los derechos de la persona.

Por aquellos años otras iglesias ratificaban sus posturas tradicionales a favor de la libertad religiosa. Es el caso de los Bautistas, que en ocasión del "XIII Congreso Mundial de la Alianza Mundial Bautista", celebrado en Julio de 1975 en Estocolmo, Suecia, declaraba: “Ningún hombre, gobierno o institución religiosa, social o económica, tiene el derecho de dictaminar como una persona debe adorar a Dios, o si debe adorarlo o no. Por consiguiente, ninguna autoridad civil tiene el derecho de dictar una ley, decreto o reglamento respecto al establecimiento de una religión o que afecte su libre ejercicio. Las iglesias del Estado y los estados-iglesias están directamente en conflicto con el principio de la libertad. Una iglesia libre, en un Estado libre, cada cual contribuyendo libremente y en forma útil a la esfera legítima y a las funciones del otro, es el ideal, pero no con dependencia financiera del uno sobre el otro. Ningún estado puede, con derecho, preferir o favorecer una forma de religión sobre las otras.” (citado por Raúl Scialabba en “Los Bautistas y la libertad religiosa”, CALIR 2003).

A partir de octubre de 1978, con el papado de Juan Pablo II comienza una etapa renovada de fraterno encuentro de la Iglesia Católica con otras religiones. En su primera encíclica, “Redemptor Hominis”, del 4 de marzo de 1979, el Papa afirma que “… la limitación de la libertad religiosa de las personas o de las comunidades no es solo una experiencia dolorosa, sino que ofende sobre todo a la dignidad misma del hombre, independientemente de la religión profesada o de la concepción que ellas tengan del mundo. La limitación de la libertad religiosa y su violación contrastan con la dignidad del hombre y con sus derechos subjetivos”.

Corresponde plenamente a esta vocación misionera de la Iglesia la tarea del diálogo interreligioso. Las imágenes de Juan Pablo II en la Sinagoga de Roma, o las de Asís y en el Patio de la Gran Mezquita de Omayade de Damasco han dado la vuelta al mundo y permanecerán en las páginas de la historia contemporánea. Además de la significativa encíclica “Ut unum sint”, del 25 de mayo de 1995, se recuerdan los encuentros ecuménicos en los cuales el Papa ha deseado participar personalmente, así como las celebraciones comunes con ocasión del Gran Jubileo. 

De conformidad con la evolución observada en la doctrina católica, en nuestro país avanzaban proyectos de reforma constitucional que buscaban remover ciertos impedimentos legales para los no católicos que no habían sido modificados ni en la reforma de 1949 (luego derogada) ni en la de 1957. 

De entre ellos debemos destacar el valioso aporte realizado por el Consejo para la Consolidación de la Democracia, que en el año 1986, bajo la dirección del Dr. Carlos S. Nino, llevó a cabo un profundo trabajo de análisis y propuesta de reforma sobre diversos aspectos vinculados con la arquitectura de nuestra Constitución. Uno de los puntos abordados fue el de la relación entre la Iglesia y el Estado, tarea que recayó sobre la Comisión Técnica Nº 4, que coordinaba el Dr. Guillermo Estévez Boero. La recomendación efectuada buscaba eliminar de la Constitución algunas referencias al catolicismo que resultaban anacrónicas o impracticables (por aplicación del acuerdo celebrado con la Santa Sede en 1966) y aspiraba a consagrar la separación de la Iglesia del Estado para lo cual incorporaba un artículo nuevo a nuestra Constitución, emulando el Art. 16º de la Constitución Española de 1978.

La reforma constitucional debió esperar hasta 1994 cuando, en un contexto político más favorable, se acordó un paquete de reformas que incluyó algunas de las sugeridas en 1986. Del capítulo religioso se suprimieron los artículos 67º inciso 15 (obligación de convertir a los indios al catolicismo), 67º inciso 19 (derecho del patronato), 67º inciso 20 (permiso para el ingreso de nuevas órdenes religiosas), 76º (pertenencia a la comunión católica, apostólica y romana, del presidente y vicepresidente), 86º inciso 8 (facultad del presidente de presentar una terna a la Santa Sede para la designación de obispos y administradores apostólicos), 86º inciso 9 (exequátur para las bulas, breves, decretos conciliares y demás documentos oficiales de la Santa Sede).


Por fuera de los preceptos constitucionales, se encuentra vigente la Ley Nº 21.745, de “Creación del Registro Nacional de Cultos”, del año 1978, que mereció varios intentos de modificación sin éxito hasta la fecha. Los últimos proyectos para sancionar una nueva ley de cultos se remontan al año 2000 con el texto elaborado por el Consejo Asesor de la Secretaría de Culto que fue presentado públicamente en abril de 2001. Ese anteproyecto fue entregado en consulta a Facultades de Derecho, Academias de Derecho, iglesias y confesiones religiosas. Fruto de esa consulta se recibieron diversas sugerencias de ajustes, que fueron sucesivamente considerados por el Consejo Asesor, armonizados entre sí e incorporados al texto en la medida en que tuvieron suficiente consenso. El Proyecto así elaborado estaba listo para ser elevado al Poder Ejecutivo, para ser remitido al Congreso, cuando se produjo la renuncia del Presidente de la Nación en diciembre de 2001.


En el corriente año 2006, la Secretaría de Culto ha hecho conocer una nueva versión, en principio final y definitiva, de su proyecto de ley “de organizaciones religiosas”, sustitutoria de la ley de facto 21.745, del que ya hubo versiones preliminares en el año 2005.
El 25 de noviembre de 1981, se produjo la proclamación por parte de la Asamblea de las Naciones Unidas de la “Declaración sobre la Eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones” (Resolución Nº 36/55), instrumento internacional que más específica y enfáticamente ha proclamado el derecho fundamental a la libertad religiosa, explicitando los distintos derechos que tanto para los individuos, como para las comunidades religiosas, derivan del mismo.

Por los fundamentos expuestos solicitamos a los Sres. Diputados que nos acompañen con la aprobación de la presente iniciativa.


